AMPARO dIRECTO EN REVISIÓN 3616/2014
QUEJOSO: FRUCTUOSO PÉREZ RIVERA.

PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

SECRETARIa: rosalba rodríguez mireles

En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia 53/2014 de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”.

A continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:

97. Esta Primera Sala desarrollará los siguientes apartados: i) El análisis relativo a la prórroga de la jurisdicción de los tribunales en términos de los criterios de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y ii) la revisión de la determinación del Tribunal Colegiado respecto a la constitucionalidad del artículo 21 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Veracruz.

98. i) El análisis relativo a la prórroga de la jurisdicción de los tribunales en términos de la Constitución Federal. Con relación a este tema, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha expuesto que si bien la fracción VI del apartado A del artículo 20 constitucional –antes de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho–
 garantiza a los inculpados que se les juzgue en audiencia pública por un Juez, o bien por un jurado popular integrado por vecinos residentes en el lugar o en el partido en que se cometiere el delito, de ello no se sigue que el procesado ineludiblemente deba ser juzgado por el Juez del lugar en el cual se cometió el ilícito que se le imputa
. 
99. El Pleno argumentó que la interpretación histórica de la norma constitucional referida, conforme a los trabajos deliberativos del Constituyente de 1916-1917, conduce a considerar que el requisito de vecindad es exigible únicamente para quienes integren el jurado popular, por entenderse que ellos conocen al acusado, el medio, costumbres y antecedentes, así como las circunstancias fundamentales que les servirán de base para normar su criterio. Por tanto, el requisito de vecindad no es exigible a los Jueces penales, dedicados ordinariamente a la impartición de justicia, lo que no sucede con el jurado indicado, cuyos integrantes sólo eventualmente realizan dicha tarea
. 
100. Por lo anterior, al no ser un requisito constitucional que el Juez que instruya el proceso penal sea necesariamente vecino del lugar donde se cometió el delito, la prórroga de jurisdicción, que atribuye competencia territorial por excepción a otro juzgador con residencia distinta y competencia territorial diversa, es permitida constitucionalmente, cuando así lo disponga la ley y el cambio de Juez del lugar sólo se dé entre los de igual jurisdicción, fuero y categoría, por motivos que se consideren justificados, como son, verbigracia, la seguridad en la prisión, las características personales del inculpado u otras circunstancias que impidan que el desarrollo del proceso sea garantizado
.
101. Por otro lado, este Alto Tribunal ha determinado que además de los requisitos anteriores, la solicitud de prórroga de jurisdicción por parte del Ministerio Público debe estar justificada, fundada y motivada. Esto es así, porque al actualizar dicha solicitud una hipótesis de competencia por excepción, deben exponerse los motivos y razonamientos lógicos que acrediten los supuestos exigidos en las leyes secundarias
. 

102. Por lo anterior, el Representante Social debe aportar las pruebas conducentes que demuestren las afirmaciones que formule en su solicitud de prórroga, en virtud de que la actualización de la competencia por excepción no puede derivar de una potestad indiscriminada, arbitraria o meramente subjetiva por parte del consignador, pues esto no sería ni lógico ni jurídico
. 

103. Esta Suprema Corte ha expuesto que la prórroga de jurisdicción debe implementarse con estricto apego a las normas de orden legal establecidas, así como a los parámetros de la lógica y racionalidad a efecto de concluir en forma razonada, lógica y congruente la necesidad de fincar competencia a un Juzgado distinto al del lugar en donde se cometió el delito. Consecuentemente, la simple pretensión del Ministerio Público de llevar el ejercicio de la acción penal ante un Juez distinto al del lugar donde fue cometido el ilícito, sin razonar en forma suficiente y adecuada dicha solicitud y sin que además esté adecuadamente motivada y sustentada con pruebas idóneas, no basta para surtir el supuesto de competencia por excepción
.

104. Ahora bien, el mismo parámetro debe ser acatado por la autoridad judicial cuando una vez iniciado el proceso penal, de oficio o a petición de parte, se resuelva lo relativo a la prórroga de la jurisdicción. En estos casos, los juzgadores deberán satisfacer también de manera objetiva los requisitos legales que contemplan dicha figura que, como ya se dijo, constituye una excepción a la regla general de que el Juez competente para instruir el proceso es aquel que reside en el lugar en el que se cometió el delito. Lo anterior encuentra su justificación en la autonomía, objetividad, independencia e imparcialidad, que son las características sobre las que se rigen los órganos judiciales para impartir justicia
.
105. ii) Revisión de la determinación del Tribunal Colegiado respecto a la constitucionalidad del artículo 21 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Veracruz. Para estudiar el pronunciamiento del Tribunal Colegiado sobre la constitucionalidad de la norma tildada de inconstitucional, será necesario considerar su texto. El artículo 21 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Veracruz, dispone lo siguiente:

“En materia penal no cabe prórroga ni renuncia de jurisdicción. Cuando el tribunal competente para conocer de un proceso esté impedido de hecho o de derecho o cuando el inicio y continuación del proceso represente peligro para la seguridad y el orden públicos o para la vida del propio inculpado, el Tribunal Superior de Justicia podrá acordar que las actuaciones se remitan a un juzgado diferente, de la misma jerarquía, prorrogando al efecto la jurisdicción”.

106. Con relación al artículo transcrito, que autoriza la prórroga de jurisdicción, el quejoso adujo que era contrario a los artículos 14 y 20, fracción VI –este último anterior a la reforma de junio de dos mil ocho–constitucionales, porque la aplicación del mismo en su caso limitó sus derechos a la defensa y al debido proceso, pues se le impidió el desahogo de sus pruebas con inmediatez, además de que fue juzgado por una autoridad judicial incompetente. 

107. Al respecto, el Tribunal Colegiado afirmó la constitucionalidad del precepto y por tanto no lo consideró contrario a los artículos 14, 16 y 20, fracción VI –este último anterior a la reforma de junio de dos mil ocho–, constitucionales, con el argumento de que fue expedido en ejercicio de sus atribuciones constitucionales por la legislatura local; no autoriza que los justiciables sean juzgados por órganos diversos a los judiciales; sólo autoriza la remisión de las actuaciones a otro órgano judicial de la misma jerarquía por razones que la propia ley dispone; no contempla condiciones que impidan, obstaculicen o hagan nugatoria el derecho a la defensa adecuada o al debido proceso; no debe entenderse –según los criterios de este Alto Tribunal–  en el sentido de que el proceso deba ser juzgado forzosamente por el juez del lugar que cometió el delito; y en el caso concreto su aplicación fue justificada por el riesgo que implicaba para la integridad personal del quejoso que este permaneciera en el Centro de Readaptación Social Ignacio Allende de la Ciudad de Veracruz, que fue declarado inhabitable, lo que constituye asimismo un riesgo a la comunidad, motivo que fue debidamente probado.

108. Esta Primera Sala considera que el pronunciamiento del Tribunal Colegiado sobre la constitucionalidad del precepto fue acertada. En efecto, tal y como se expuso con relación al parámetro aplicable al caso, la fracción VI del apartado A del artículo 20 constitucional autoriza la prórroga de jurisdicción, cuando está dispuesta en la ley, sus requisitos están descritos de manera clara y estos son razonables, su aplicación es excepcional, ésta se hace de manera fundada y motivada y se encuentra sustentada en pruebas objetivas. 

109. Asimismo, se aprecia que la prórroga de jurisdicción está dispuesta expresamente en la ley –en el citado artículo 21– como una excepción a la regla general, en el sentido de que “[e]n materia penal no cabe prórroga ni renuncia de jurisdicción”. Asimismo, el artículo 21 precisa las hipótesis a partir de las cuales la competencia por excepción para un juez distinto al del lugar en el que se cometió el delito surtirá sus efectos. Igualmente, dichas hipótesis son claras y precisas, pues disponen que la prórroga operará cuando i) el tribunal competente para conocer de un proceso esté impedido de hecho o de derecho, ii) cuando la continuación del proceso represente un peligro para la seguridad y el orden públicos o para la vida del propio inculpado y iii) sea acordada por el Tribunal Superior de Justicia a favor de un juzgado diferente que sea de la misma jerarquía al que originalmente le correspondía conocer del caso. 

110. Ahora bien, esta Primera Sala aprecia que –tal y como lo sostuvo el Tribunal Colegiado– el precepto descrito no limita de ninguna manera el derecho a la defensa del quejoso ni implica la afectación a las garantías del debido proceso. En efecto, el artículo de referencia debe ser interpretado no sólo a la luz de la fracción VI, apartado A, del artículo 20 constitucional, sino también de conformidad con los artículos 14
 y 16
 constitucionales, cuando se trate de actos privativos –en el primer caso– o de actos de molestia –en el segundo caso–. Por tanto, toda solicitud de prórroga deberá estar debidamente fundada en las hipótesis que el propio artículo 21 dispone y motivada en los hechos acreditados objetivamente por parte de la autoridad legitimada para realizarla, que en el caso particular es el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Veracruz.

111. En el presente asunto, a partir de similares consideraciones que esta Sala ha expuesto, el Tribunal Colegiado estudió el acto reclamado y concluyó que la prórroga de jurisdicción acordada por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Veracruz, a solicitud del Procurador General de Justicia del Estado, a favor del Juez Primero de Primera Instancia del Distrito Judicial de Xalapa, Veracruz, fue legal, puesto que estuvo fundada en el artículo 21 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Veracruz, particularmente en la hipótesis relativa a que la continuación del proceso represente peligro para la seguridad y el orden públicos o para la vida del propio inculpado. Además, el Ministerio Público motivó su solicitud con la declaración de inhabitabilidad del Centro de Readaptación Social Ignacio Allende de la Ciudad de Veracruz, Veracruz, localidad sede del Juez que originalmente conoció de la consignación. 

112. Para responder a la interrogante: ¿Fue correcta la determinación del Tribunal Colegiado respecto a que el artículo 84 del Código Penal para el Estado de Veracruz, vigente en la época de los hechos, respeta los principios de igualdad y legalidad y no interfiere con el derecho a la defensa de las personas inculpadas? 
113. Esta Primera Sala desarrollará los siguientes apartados: i) El análisis relativo al paradigma del derecho penal de acto en los criterios de esta Alto Tribunal y ii) la revisión de la determinación del Tribunal Colegiado respecto a la constitucionalidad del artículo 84 del Código de Código Penal para el Estado de Veracruz.
114. i) El análisis relativo al paradigma del derecho penal de acto en los criterios de este Alto Tribunal. Sobre este tópico, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha expuesto en su jurisprudencia que el paradigma del derecho penal del acto encuentra reconocimiento y protección en nuestro orden jurídico. En efecto, el artículo 1º constitucional protege la dignidad humana, pues es la condición y base de todos los derechos humanos. En estos términos, al ser protegida la autonomía de la persona, la Constitución rechaza cualquier modelo de Estado autoritario que proscriba ideología o fuerce modelos de excelencia humana a través del uso del poder punitivo
. 

115. Por lo anterior, el derecho penal no puede sancionar la ausencia de determinadas cualidades o la personalidad, porque está limitado a juzgar actos. Esta afirmación deben enlazarse con el principio de legalidad, protegido por el artículo 14, tercer párrafo, de la Constitución Federal, que establece que en los juicios del orden penal está prohibido imponer por simple analogía y por mayoría de razón pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. Esta norma revela que el derecho penal únicamente puede prohibir la comisión de conductas específicas (no la personalidad); es decir, sólo aquel acto prohibido por una norma penal, clara y explícita, puede dar lugar a una sanción
.

116. Por otro lado, este Alto Tribunal dispuso que debe considerarse el actual contenido del segundo párrafo del artículo 18 constitucional. El abandono del término “readaptación” y su sustitución por el de “reinserción”, a partir de la reforma constitucional de junio de dos mil ocho, prueba que la pena adquiere nuevas connotaciones. El hecho de que la Constitución haya eliminado la posibilidad de que el sistema penal opere bajo la premisa de que alguien es desadaptado, fundamenta la convicción de que nuestro sistema se decanta por un derecho penal sancionador de delitos, no de personalidades
.
117. Así, el abandono del término “delincuente” también exhibe la intención del constituyente permanente de eliminar cualquier vestigio de un “derecho penal de autor”, permisivo de la estigmatización de quien ha cometido un delito. Esta conclusión se enlaza con la prohibición de penas inusitadas contenida en el artículo 22, primer párrafo, constitucional, la cual refirma la prohibición de que cualquier consideración vinculada con etiquetas a la personalidad tenga incidencia en la punción
. 

118. Una vez expuesto que de la interpretación sistemática de los artículos 1º
, 14, tercer párrafo
, 18, segundo párrafo
, y 22, primer párrafo
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nuestra Constitución se decanta por el paradigma conocido como derecho penal del acto” y rechaza su opuesto, el “derecho penal de autor”, es necesario precisar los rasgos que los caracterizan
.

119. El modelo del autor asume que las características personales del inculpado son un factor que se debe considerar para justificar la imposición de la pena. Al sujeto activo del delito (que en esta teoría suele ser llamado delincuente) puede adscribírsele la categoría de persona desviada, enferma, desadaptada, ignorante, entre otros calificativos. Esta categorización no es gratuita: cumple la función de impactar en la imposición, el aumento o el decremento de la pena; incluso permite castigar al sujeto por sus cualidades morales, su personalidad o su comportamiento precedente frente a la sociedad. Así, la pena suele concebirse como un tratamiento que pretende curar, rehabilitar, reeducar, sanar, normalizar o modificar coactivamente la identidad del sujeto; también como un medio que pretende corregir al individuo “peligroso” o “patológico”, bajo el argumento de que ello redunda en su beneficio. Por ello, el quantum está en función del grado de disfuncionalidad que se percibe en el individuo.

120. El modelo previamente descrito se basa en la falaz premisa de que existe una asociación lógico-necesaria entre el “delincuente” y el delito, para sumir que quien ha delinquido probablemente lo hará en futuro, como si la personalidad “peligrosa” o “conflictiva” fuera connatural a quien ha cometido un acto contrario a la ley. Además, el derecho penal de autor asume que el Estado –actuando a través de sus órganos– está legitimado para castigar la ausencia de determinadas cualidades o virtudes en la persona (o, por lo menos, utilizarla en su perjuicio).

121. En cambio, el derecho penal del acto no justifica la imposición de la pena en la idea rehabilitadora, ni busca el arrepentimiento del infractor; lo asume como un sujeto de derechos y, en esa medida, presupone que puede y debe hacerse responsable por sus actos. Por ello, la forma en que el individuo lidia en términos personales con su responsabilidad penal, queda fuera del ámbito sancionador del Estado. 

122. En atención a lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha declarado inconstitucionales diversas legislaciones locales que consideraban los dictámenes periciales tendentes a conocer la personalidad del inculpado
 o sus antecedentes de ser un apersona conflictiva para la sociedad
 para efectos de fijar la pena correspondiente. Lo anterior, precisamente, por ser normas que se apartaban del nuevo paradigma garantista constitucional del derecho penal de acto. 

�3 El artículo dispone lo siguiente: 


“Artículo 20. En todo proceso de orden penal, el inculpado, la víctima o el ofendido tendrán las siguientes garantías:


“A. Del inculpado:


“[…]


“VI. Será juzgado en audiencia pública por un juez o jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se cometiere el delito, siempre que éste pueda ser castigado con un apena mayor de un año de prisión. En todo caso serán juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación.


“[…]”


� Al pronunciarse sobre la constitucionalidad de los artículos 6º, párrafo primero, y 10, párrafo tercero, del Código Federal de Procedimientos Penales, el Pleno de esta Suprema Corte emitió el siguiente criterio: “COMPETENCIA PENAL. LA GARANTÍA QUE OTORGA A LOS INCULPADOS EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VI, CONSTITUCIONAL, NO SE TRANSGREDE POR LOS NUMERALES 6o., PÁRRAFO PRIMERO, Y 10, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE PERMITEN CONOCER DE UN DELITO A UN JUEZ DE DISTRITO DISTINTO AL DEL LUGAR EN QUE AQUÉL SE COMETIÓ. Si bien el citado precepto constitucional garantiza a los inculpados que se les juzgue en audiencia pública por un Juez, o bien por un jurado popular integrado por vecinos residentes en el lugar o en el partido en el que se cometiere el delito, de ello no se sigue que el procesado ineludiblemente deba ser juzgado por el Juez del lugar en el cual se cometió el ilícito que se le imputa, pues la interpretación histórica de aquella norma constitucional, conforme a los trabajos deliberativos del Constituyente de 1916-1917, conduce a considerar que el requisito de vecindad es exigible únicamente para quienes integren el jurado popular, por entenderse que ellos conocen al acusado, el medio, costumbres y antecedentes, así como las circunstancias fundamentales que les servirán de base para normar su criterio. Por tanto, el requisito de vecindad no es exigible a los Jueces penales, dedicados ordinariamente a la impartición de justicia, lo que no sucede con el jurado indicado, cuyos integrantes sólo eventualmente realizan dicha tarea. Además, cabe resaltar que el cambio de Juez del lugar sólo se da entre los de igual jurisdicción, fuero y categoría, por motivos que se consideran justificados, como son la seguridad en la prisión y las características personales del inculpado; por lo que no se viola la garantía constitucional especificada”. Tesis aislada del Pleno en materia penal constitucional P. XXIX/2002, novena época, registro 186645, visible en hoja 5 del Tomo XVI, de julio de 2002, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 


� Ibid. 


� Ibid. 


� Esta Primera Sala expuso este criterio en la siguiente tesis jurisprudencial: “COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, DEBE RAZONARSE Y ACREDITARSE FUNDADAMENTE. Si bien el tercer párrafo mencionado establece que: "También será competente para conocer de un asunto, un Juez de Distrito distinto al del lugar de comisión del delito, si por razones de seguridad en las prisiones, atendiendo a las características del hecho imputado, a las circunstancias personales del inculpado y a otras que impidan garantizar el desarrollo adecuado del proceso, el Ministerio Público Federal considera necesario llevar el ejercicio de la acción penal ante otro Juez.", ello no debe entenderse en el sentido de que baste y sea suficiente para fincar la competencia por excepción ahí establecida el que el Ministerio Público estime necesario llevar el ejercicio de la acción penal ante otro Juez de Distrito distinto al del lugar en que se cometió el delito, ya que al tratarse de una hipótesis de competencia por excepción deben exponerse los motivos y razonamientos lógicos que acrediten los supuestos exigidos por dicho numeral, debiendo aportar las pruebas conducentes de sus afirmaciones, en virtud de que la actualización de la competencia por excepción de que se trata no puede derivar de una potestad indiscriminada, arbitraria, o meramente subjetiva por parte del consignador, lo que no sería lógico ni jurídico. Por el contrario, el ejercicio de esa potestad debe implementarse con estricto apego a las normas de orden legal establecidas, así como a los parámetros de la lógica y racionalidad a efecto de concluir en forma razonada, lógica y congruente la necesidad de fincar competencia a un Juzgado de Distrito distinto al del lugar de comisión del delito. En consecuencia, la sola pretensión del Ministerio Público de llevar el ejercicio de la acción penal ante un Juez de Distrito distinto al del lugar en que se cometió el delito, sin razonar en forma suficiente y adecuada dicha solicitud, no basta para surtir el supuesto de competencia por excepción establecido en el tercer párrafo del artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales”. Tesis jurisprudencial de la Primera Sala de la Suprema Corte en materia penal 1ª./J.2/2000, novena época, registro 192417, visible en hoja 15 del Tomo XI, de febrero de 2000, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.


� Ibid.


� Ibid.


� Este criterio lo adoptó esta Primera Sala de la Suprema Corte, al analizar lo relativo al acreditamiento de la parte normativa que autoriza la prórroga de jurisdicción cuando existen circunstancias “que impidan el desarrollo del proceso, en términos del artículo 10, párrafo tercero, del Código Federal de Procedimientos Penales. La tesis es la siguiente: “COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN (ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). LA MANIFESTACIÓN DE QUE SE CUMPLE CON EL REQUISITO "... DE OTRAS QUE IMPIDAN GARANTIZAR EL DESARROLLO DEL PROCESO", DEBE PRECISARSE Y DEMOSTRARSE. La competencia territorial de excepción a que alude el párrafo tercero, del artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales, opera siempre y cuando se actualicen los siguientes requisitos: a) Razones de seguridad de las prisiones; b) Características del hecho imputado; c) Circunstancias personales del hecho imputado; y, d) Otras que impidan garantizar el desarrollo del proceso. Tales exigencias las puede hacer valer y acreditar el Ministerio Público Federal al concluir la averiguación previa a consignar ante el Juez, o bien la autoridad judicial una vez iniciado el proceso penal, de oficio o a petición de parte, pero en ambos casos deberán satisfacerse objetivamente todas las exigencias a que alude dicho numeral, pues las simples afirmaciones de que se surte la excepción a la regla, en cuanto a "otras que impidan garantizar el desarrollo del proceso", porque se presume que pueda interferir en la marcha regular del proceso la influencia económica del procesado y la cuantía del asunto, no es suficiente para que opere la excepción, y debe seguir conociendo del asunto la autoridad judicial del lugar en el que se cometieron los hechos delictivos. Lo anterior es así, en virtud de que la autonomía, objetividad, independencia e imparcialidad son las características sobre las que se rigen los órganos federales para impartir justicia, de conformidad con lo que establece el artículo 100 de la Constitución General de la República, y estos principios rigen a todos los órganos integrantes del Poder Judicial Federal. Además que conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación la cuantía del negocio no es un elemento que se tome en cuenta, como en otras legislaciones, para determinar la competencia de los tribunales federales, de tal suerte que en forma alguna está demostrado que estas circunstancias influyan en el ánimo del juzgador para cumplir cabalmente con la administración de justicia que consagra el artículo 17 constitucional”. Tesis jurisprudencial de la Primera Sala de la Suprema Corte en materia penal 1ª./J 41/99, novena época, registro 193375, visible en hoja 17 del Tomo X, de septiembre de 1999, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 





� “Artículo 14. […]


“Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derecho, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.


“En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata”.


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”.


� El criterio descrito está desarrollado en la siguiente tesis: “DERECHO PENAL DE ACTO. RAZONES POR LAS CUALES LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS SE DECANTA POR DICHO PARADIGMA (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 1o., 14, TERCER PÁRRAFO, 18, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 22, PRIMER PÁRRAFO). A fin de determinar por qué el paradigma del derecho penal del acto encuentra protección en nuestro orden jurídico, es necesario ubicar aquellos preceptos constitucionales que protegen los valores de los que tal modelo se nutre. Para ello, en primer lugar, es imprescindible referir al artículo 1o. constitucional, pues como ha sostenido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la dignidad humana por él protegida es la condición y base de todos los derechos humanos. Además, al proteger la autonomía de la persona, rechaza cualquier modelo de Estado autoritario que permita proscribir ideologías o forzar modelos de excelencia humana a través del uso del poder punitivo. Por ende, el derecho penal no puede sancionar la ausencia de determinadas cualidades o la personalidad, porque está limitado a juzgar actos. Afirmación que necesariamente debe ser enlazada con el principio de legalidad, protegido por el artículo 14, tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al establecer que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. Esta disposición es la que revela, del modo más claro y literal posible, que el derecho penal únicamente puede prohibir la comisión de conductas específicas (no la personalidad); es decir, sólo aquel acto prohibido por una norma penal, clara y explícita, puede dar lugar a una sanción. Por otro lado, también debe considerarse el actual contenido del segundo párrafo del artículo 18 constitucional. El abandono del término "readaptación" y su sustitución por el de "reinserción", a partir de la reforma constitucional de junio de 2008, prueba que la pena adquiere nuevas connotaciones. El hecho de que la Constitución haya eliminado la posibilidad de que el sistema penal opere bajo la premisa de que alguien es desadaptado, fundamenta la convicción de que nuestro sistema se decanta por un derecho penal sancionador de delitos, no de personalidades. Así, el abandono del término "delincuente" también exhibe la intención del constituyente permanente de eliminar cualquier vestigio de un "derecho penal de autor", permisivo de la estigmatización de quien ha cometido un delito. Esta conclusión se enlaza con la prohibición de penas inusitadas contenida en el artículo 22, primer párrafo, constitucional, la cual reafirma la prohibición de que cualquier consideración vinculada con etiquetas a la personalidad tenga incidencia en la punición”. Tesis jurisprudencial de la Primera Sala de la Suprema Corte en materia penal constitucional 1ª./J.21/2014 (10ª), décima época, registro 2005918, visible en hoja 354 del Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.


� Ibid. 


� Ibid. 


� Ibid.


� “Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 


“Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 


“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.


“Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 


Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.


� “Artículo 14. […]


“[…]


“En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata”.


�“Artículo 18. […]


“ El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal efecto”.


� “Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado”.


� Sobre las diferencias entre el paradigma del “derecho penal de acto” y “derecho penal de autor”, esta Primera Sala aprobó el siguiente criterio: “DERECHO PENAL DEL AUTOR Y DERECHO PENAL DEL ACTO. RASGOS CARACTERIZADORES Y DIFERENCIAS. De la interpretación sistemática de los artículos 1o., 14, tercer párrafo, 18, segundo párrafo, y 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que nuestro orden jurídico se decanta por el paradigma conocido como "derecho penal del acto" y rechaza a su opuesto, el "derecho penal del autor". Entender las implicaciones de ello, requiere identificar sus rasgos caracterizadores y compararlos entre sí. El modelo del autor asume que las características personales del inculpado son un factor que se debe considerar para justificar la imposición de la pena. Al sujeto activo del delito (que en esta teoría suele ser llamado delincuente) puede adscribírsele la categoría de persona desviada, enferma, desadaptada, ignorante, entre otros calificativos. Esta categorización no es gratuita: cumple la función de impactar en la imposición, el aumento o el decremento de la pena; incluso permite castigar al sujeto por sus cualidades morales, su personalidad o su comportamiento precedente frente a la sociedad. Así, la pena suele concebirse como un tratamiento que pretende curar, rehabilitar, reeducar, sanar, normalizar o modificar coactivamente la identidad del sujeto; también como un medio que pretende corregir al individuo "peligroso" o "patológico", bajo el argumento de que ello redunda en su beneficio. Por ello, el quántum está en función del grado de disfuncionalidad que se percibe en el individuo. Ese modelo se basa en la falaz premisa de que existe una asociación lógico-necesaria entre el "delincuente" y el delito, para asumir que quien ha delinquido probablemente lo hará en el futuro, como si la personalidad "peligrosa" o "conflictiva" fuera connatural a quien ha cometido un acto contrario a la ley. Además, el derecho penal de autor asume que el Estado -actuando a través de sus órganos- está legitimado para castigar la ausencia de determinadas cualidades o virtudes en la persona (o, por lo menos, utilizarla en su perjuicio). En cambio, el derecho penal del acto no justifica la imposición de la pena en una idea rehabilitadora, ni busca el arrepentimiento del infractor; lo asume como un sujeto de derechos y, en esa medida, presupone que puede y debe hacerse responsable por sus actos. Por ello, la forma en que el individuo lidia en términos personales con su responsabilidad penal, queda fuera del ámbito sancionador del Estado”. Tesis jurisprudencial de la Primera Sala de la Suprema Corte en materia penal 1ª./J.19/2014 (10ª), décima época, registro 200883, visible en hoja 374 del Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.





� Así ocurrió en el caso de la legislación penal del Distrito Federal. Al respecto, esta Primera Sala sentó el siguiente criterio obligatorio: “INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA TRATÁNDOSE DE DELITO NO CULPOSO. EL JUZGADOR NO DEBE TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS DICTÁMENES PERICIALES TENDENTES A CONOCER LA PERSONALIDAD DEL INCULPADO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL) [INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 175/2007]. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 100/2007-PS, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 175/2007, de rubro: "INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA TRATÁNDOSE DE DELITO NO CULPOSO. EL JUZGADOR PUEDE TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS DICTÁMENES PERICIALES TENDENTES A CONOCER LA PERSONALIDAD DEL INCULPADO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).", estableció que conforme a lo previsto expresamente en el último párrafo del artículo 72 del Código Penal para el Distrito Federal el juzgador, al individualizar las penas a imponer, puede tomar en consideración los dictámenes periciales tendentes a conocer la personalidad del inculpado. Ahora bien, una nueva reflexión lleva a abandonar este criterio y, por ende, a interrumpir dicha jurisprudencia, en virtud de que nuestro orden jurídico se decanta por el paradigma del derecho penal del acto y rechaza a su opuesto, el derecho penal del autor; además porque de acuerdo con el principio de legalidad, ninguna persona puede ser castigada por quien es, sino únicamente por las conductas delictivas que comprobadamente comete; por lo que la personalidad se vuelve un criterio irrelevante, pues los dictámenes periciales que la analizan (o pretenden analizarla) únicamente sirven para estigmatizar a la persona sujeta a la jurisdicción y, así, se cumplen criterios que admiten la aplicación de consecuencias perjudiciales para ella, las que se aplican a pesar de estar sustentadas en razones claramente ajenas al estricto quebranto de una norma penal”. Tesis jurisprudencial de la Primera Sala de la Suprema Corte en materia penal 1ª./J.20/2014 (10ª), décima época, registro 2005884, visible en hoja 376 del Libro 4, marzo de 2014, Tomo I, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.


� Así lo determinó esta Primera Sala en el amparo directo en revisión **********, en el que resolvió declarar inconstitucional la porción normativa que disponía que para efectos de fijar el quantum de la pena el juzgador debía considerar si el inculpado tiene “antecedentes de ser persona conflictiva para la sociedad, según informes que proporcionen al respecto las autoridades policiacas”, dispuesta en el artículo 353, inciso f, de la Legislación Penal del Estado de Aguascalientes. Este asunto fue fallado en la sesión correspondiente al veinticuatro de agosto de dos mil once, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en contra del voto emitido por el señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.





